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Educación social, ciudadanía y tercer 
sector1 
Maite Montagut 
La educación social como educación para la 
ciudadanía 
Nacemos ciudadanos, pero debemos aprender a serl02 • Varios son los agentes 
y mecanismos sociali zadores que ejercen esa función y, entre ellos, la educación 
soc ial puede ser uno de los más potentes vehículos para lograr acercarnos a 
gozar con plenüud lo que e llo significa. Plantear esta vertiente de la educación 
social remüe a considerar una doble funci ón: en primer lugar, la educación 
social como un ejercicio llevado a cabo por parte de ciudadanos proactivos, 
sus profesionales, y en segundo lugar, ese ejercicio profesional induce el 
incremento de derechos ciudadanos en las personas sobre las que recae su 
práctica educativa. Para analizar estos aspectos parece necesaria una primera 
reflexión sobre el alcance de lo que la ciudadanía posibilita y de los requisitos 
que la hacen posible y que, por ello, delimitan su di sfrute. 
El ciudadano es una persona que, por pertenecer a una comunidad, se le ha 
reconocido un conjunto de derechos y tiene, a u vez, una serie de obligaciones 
para con esa comunidad3 . Este es el enfoque de la ciudadanía liberal de las 
democracias modernas, que se instaura con el nacimiento del capitali smo. 
Suele recurrirse a la descripción que hizo Thomas Marshall en su muy 
nombrada conferencia de mediados del siglo XX "Citizenship and social 
c1ass"4, para definir los derechos de ciudadanía. Marshall concibió la ciudadanía 
como el conjunto de derechos civiles, políticos y sociales conseguidos por los 
individuos (por las personas) de forma progresiva desde los inicios del 
capitali smo. Aunque debe plantearse con una cierta elasticidad y de acuerdo 
con la evolución hi stórica de cada pais, de manera general puede asignarse el 
reconocimiento de cada uno de esos derechos a un siglo di stinto . El primer 
elemento, los derechos ci vi les, está compuesto por aquellos derechos necesarios 
para el ejercicio de las libertades individuales que precisaba el nuevo orden 
social , el capitali smo. Se trata del reconocimiento de que todas las personas 
son libres e iguales frente a la ley establecida en el siglo XVIII mediante un 
conjunto de normas, de leyes, encaminadas a defender esas libertades 
individuales. La libertad jurídica entre las personas: (<< Los hombres nacen y 
permanecen libres e iguales desde el punto de vista del derecho» J, fue para 
la burguesía una conquista necesaria contra los privilegios hereditarios, 
fundamento de la sociedad feuda l europea -y de otros medios de producción 
en otros lugares- . 
Una vez que la libertad se consolidó, hjcieron su aparición, en el siglo XIX, 
los derechos políticos. Significa el derecho a participar en el ejercicio del 
poder político, como miembro y elector del gobierno (o sea de la autoridad 
política). El paso del sufragio censatario (donde sólo podían votar los que 
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estaban inscritos en el censo de propietarios), al sufragio uni versal (así mal 
denominado por el hecho de estar sólo destinado a la mi tad de la población: los 
trabaj adores masc ulinos), permitió que los trabajadores se organi zaran 
políticamente y eligieran también a sus representantes. Se trató, pues, de la 
garantía de viejos derechos a nuevos sectores de población. El primer país en 
donde se estableció el derecho universal (masculino) fue Francia en 1848 y hasta 
final del siglo se extendió a la mayoría de los países capitali stas. El sufragio 
femenino se inicia a fin ales de siglo XIX y se extiende durante el primer tercio 
del siglo XX, con alguna importante excepción. A estos derechos progresivamente 
adquiridos y ex tendidos, se añadieron en el siglo XX los denominados derechos 
sociales. Este tercer elemento significa el reconocimiento de que el Estado debe 
garanti zar unos niveles mínjmos de bienestar y seguridad económica que 
permüan a todas las personas vivir de acuerdo con los estándares de vida 
prevalecientes en su soc iedad. Representa la aparición de unas necesidades 
sociales que deben ser cubiertas por el Estado y que abarcan las actuac iones 
políticas en materia de educación, de salud, de ocupación, de vivienda y de 
servicios sociales. Todo ello confluye hoy en lo que venimos denominando 
derechos de ciudadanía. Derechos que se obtienen por el mero hecho de haber 
nacido en una sociedad democrática de capitalismo avanzado. 
Como antecedentes de esos derechos de ciudadanía relati vamente rec ientes, 
encontramos las políticas asistenciales desarroll adas hasta finales del siglo 
XIX; o el conjunto de medidas protectoras para establecer libremente un 
contrato de empleo con el fin de garanti zar el derecho civil. O la protecc ión 
social, iniciada con la Legislación de Bismarck en 1882 (sólo para los 
trabajadores), entre otras. Pero tal vez el paso importante fue e l reconoci miento 
del derecho a la educación. La educación de los niños tiene una conex ión 
directa con la c iudadanía, es un prerrequisito indispensable para la libertad 
civil. Cuando el Estado garanti za que todos los niños tendrán acceso a la 
educación está poniendo las bases para que la definiti va ciudadanía sea 
efecti va; por ello, el derecho a la educación es un derecho soc ial genuino de 
ciudadanía al permitir el desarrollo del futuro adulto. Así considerado puede 
ser visto, más que como e l derecho del niño a ir a la escue la, como e l derecho 
del ciudadano adulto a ser educado. Otro Marshall , esta vez el economista 
Al fred Marshall , en su conferenc ia "El futuro de la clase obrera" pronunciada 
en Cambridge en 1873 expuso que "era preciso que los trabajadores no 
fue ran máquinas sino caballeros, hacía falta "civilizar" a los trabajadores. 
Para ello, el Estado debía imponer de alguna fo rma su capacidad coercitiva, 
por ej emplo, obligando a los nirlOs a asistir a la escuela, porque los que no 
han recibido educación no pueden apreciar, y por tanto no pueden elegir 
libremente las cosas buenas que distinguen la vida de los caballeros de la vida 
de la clase trabajadora: se trata, decía, de obligarlos a subir el primer 
peldaño, y de ayudarlos. si ellos quieren, a subir muchos más " 5 . 
Todos estos derechos o reconocimientos han sido posibles y se han consolidado 
básicamente por dos vías, de un lado fruto de las presiones - luchas incluso en 
algún momento- de buena parte de los trabajadores o de las clases o grupos 
menos favorecidos, y en este sentido pueden ser entendidos como una 
conquista por parte de las personas, pero, de l otro, son también una necesidad 
de l propio sistema económjco y políti co que ri ge el mundo moderno, pudiendo 
Educación Social 38 
considerar que la democrac ia política neces ita un electorado educado, o 
también que la fábrica o las industri as requieren de trabajadores y técnicos con 
sufi ciente formación. En teoría, (ya que estamos en un análi sis formal de lo que 
representa) para e l liberali smo todos los que poseen ese estatus de ciudadano 
son iguales respecto a los derechos y obligaciones que la propia condición 
concede. Ahora bien, aunque se trata de un principio uni versal, no quedan 
determinados cuáles son o deben ser esos derechos y deberes, sino mas bien 
ha sido su propio desarrollo lo que ha permitido ir elaborando una imagen de 
ciudadano idea l a partir de la cual se puede medir su desarrollo y e l camino 
a seguir para su profundi zac ión. 
Esta concepción liberal de la ciudadanía pone énfas is en los derechos, pero 
ignora las obligaciones que las personas deben asumir. La instaurac ión del 
liberali smo promulgó ese enfoque basado en el reconocimiento formal de unos 
derechos y relegó la parte de los deberes a la mera participación en los sufragios. 
Esta percepción de lo que nos incumbe en tanto que ciudadanos se ha ido 
inteliori zando indi vidualmente y consolidando colecti vamente con el avance 
de las sociedades. Por ello, la expansión y el crecimiento del estado del bienestar 
-sostenible si todas las personas ti enen capacidad para consumir, nos ha hecho 
a todos muy consc ientes de que somos sujetos de derechos y ha ido promoviendo 
la expansión o generali zac ión de una cierta actitud individuali sta. Lo hemos 
interiorizado bajo la forma de unos derechos fundamentales cuyo cumplimiento 
debe ex igírsele al Estado, todo lo que anda malle es atribuido, (percepción que 
queda reflejada en la expresión frecuentemente escuchada de "la culpa la tiene 
el gobierno"; nosotros ya pagamos los impuestos y es el Estado el que debe 
cuidar a los desfavorec idos). Aunque es verdad que los gobiernos son elegidos 
para que actúen en nombre de la ciudadanía y para intentar paliar los desajustes 
sociales -generados, no olvidemos, por la propia sociedad, con frecuencia 
ignoramos la segunda parte de esa condición que nos define como ciudadanos. 
Olvidamos que los derechos implican también deberes. 
Frente a este enfoque, esa percepción e interiori zación de las ideas liberales, 
di sponemos de otra opción para anali zar y pensar la ciudadanía, que es la que 
nos ofrece e l republicani smo. La teoría republicana moderna permite ampliar 
su concepción y hacer referencia a las obligaciones que también todociudadano 
tiene para con su comunidad. Los idea les de una ciudadanía republicana nos 
permiten pensar en una persona que no sólo tenga reconocidos unos derechos 
sino también que actúe en tanto que miembro comprometido con su comunidad, 
que asuma las obligac iones c iudadanas. Las personas dependen unas de otras, 
son, somos, esencialmente cri aturas soc iales. Todo lo que somos se ha 
producido socialmente: ser humano es ser con los otros. Por tanto, no sólo las 
administrac iones públi cas o los gobiernos, deben asumir su responsabilidad 
para con la soc iedad si no que en toda comunidad humana, y más aún en una 
democrac ia, cada individuo es un poco responsable de lo que pase en el 
conjunto de la soc iedad. Desde la participac ión y la implicac ión, hasta la 
denuncia y el debate público. 
Dos son los aspectos de la teoría republicana que pueden ser interesantes 
resaltar aq uí6 , uno es la concepción de la libertad como no-dominac ión (eso 
es, estar a salvo de la interferencia arbitraria de otros, ser capaz de di sfrutar de 
un sentido de seguridad y paridad con los demás) [es algo más profundo que 
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la libertad del liberali smo], el otro, es el compromiso hacia la comunidad en 
aras a conseguir una buena sociedad. La libertad del republicani smo requiere 
que nadie pueda interferir en las propias dec isiones. No se trata de que no hayan 
interferencias, sino de que no hayan indi viduos que puedan tener el poder para 
ejercer (o no ejercer) ninguna interferencia. (Aunque este aspecto debe 
analizarse más profund amente ya que para que alguien sea libre de hacer algo, 
tiene que ser amo de sí mismo, y a ello volveremos más adelante). Del otro lado, 
el bien común es una cosa de todos, no solo del gobierno, aunque éste actúe 
en nombre de todos. El liberali smo separó la esfera pública de la pri vada, sin 
embargo, si bien es esencial para toda democrac ia la separación entre una 
sociedad políti ca y una sociedad civil , no es posible concebir una democracia 
en la que los ciudadanos no unan sus esfu erzos, sin presión, siempre que lo 
deseen, para constituir asoc iac iones o para incidir en asuntos públicos. La 
política es algo más que aquello que hacen los políticos, si tomamos el enfoque 
de Ari stóteles, se trata del asunto de la polis (de la ciudad), eso es, la acc ión 
ciudadana, civil , relati va a su ordenamiento . Los ciudadanos deben participar 
e implicarse, denunciar y debatir los asuntos públicos (de todos), y para e llo 
es preciso gozar de libertad. Por tanto, puede concebirse la exi stencia de un 
nexo entre ambos aspectos, no puede darse una cosa sin la otra y de ahí la 
importancia de la libertad, también, para conseguir una soc iedad mejor. 
La acción política, pues, no acaba con la de legación del poder a través del voto. 
Una buena sociedad es aquella en donde sus ciudadanos se implican en el bien 
común, en donde unos ciudadanos republicanos participan, construyen y 
hacen democrac ia. En e l quehacer de esa ciudadanía se plantea una gran 
paradoja: cuanto mayor es la participac ión libre y vo luntaria de los ciudadanos 
en las tareas de la solidaridad o compromiso, es decir, cuanto mayor es e l 
desempeño de la responsabilidad solidari a (y por tanto, cuanto menos 
individualismo hay), mayores son las pos ibilidades de que ellos mismos y sus 
conciudadanos sean más libres. Cuanta más responsabilidad soc ial (política) 
se ejerce, más grados de libertad se consiguen. Ser responsable, es ser capaz 
de responder de algo ante alguien y querer hacerl o, y ser capaz, significa no 
sólo poder hacerlo sino también haber actuado libremente, sin coacc ión. Por 
ello, la libertad y la responsabilidad son inseparables. Son dos características 
esenciales del ser humano (estar en condiciones de poder ser responsable, de 
un lado, y llevarlo a la acc ión, del otro). Este idea l refl eja la ex istencia de un 
déficit de ciudadanía que se analiza más adelante. 
Un espac io importante para actuar desde y por la ciudadanía son las iniciati vas 
cívicas para generar solidaridad en un mundo des igual y competiti vo; o las 
asociac iones vo luntari as que están orientadas hac ia la resolución de problemas 
específicos que afectan a determinadas personas o colecti vos, iniciati vas que 
representan una intervención pública reali zada desde e l ámbito pri vado. Se 
trata de una acción sobre los demás, o sobre el ámbito común, que posee efectos 
públicos. Es, por ello, una acc ión política -en tanto que incide en la esfera 
pública- pero no partidi sta - no canalizada a través de los partidos políti cos 
o la acción de los gobiernos. Se trata, en expresión de Salvador Giner, de " lo 
pri vado público"7. 
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El déficit de ciudadanía 
Para la teoría política los criterios de ciudadanía están fundamentados sobre 
una base igualitaria, sin embargo en la práctica encontramos distintos grados 
de acceder a los derechos que ello representa. Sabemos que el ejercicio de los 
derechos de ciudadanía no es independiente de la posición de cIases, más bien 
es a menudo dependiente de los privilegios y recursos , ya sean económicos, 
educativos, u otros, como el tiempo o las energías disponibles. El sexo, (ser 
hombre o ser mujer), la pobreza, (no disponer de recursos suficientes), la 
inmigración, (llegar de otros países en busca de medios de vida) o la cultura, 
(tener unas prácticas cu lturales o religiosas distintas) son los principales 
elementos que distribuyen los derechos de ciudadanía de manera desigual. 
Nos acercaríamos más a la realidad si en lugarde hablar de derechos uni versales 
habláramos de derechos para los varones, con recursos, con estudios, blancos 
y de cu ltura occidental. 
Aunque ya se ha empezado a debilitar, la imagen del ciudadano ideal cubierto 
de derechos ha venido siendo la del trabajador masculino. Por ello, en muchos 
países, los derechos, las identidades y la participación social han venido 
siendo determinadas por la vinculación con el mercado de trabajo. La historia 
del estado del bienestar y la ciudadanía está vincu lada a la historia del 
desarrollo de las sociedades de empleo y, en e llas, las relaciones de mercado 
capitalista, la pobreza y la educación insuficiente o inadecuada, tienden a 
reducir los derechos a meras capacidades formales, una consecuencia que ha 
propiciado la necesidad de la política social. Y la necesidad de la intervención 
social. Y, en este sentido, una intervención social para capacitar a esas 
personas o colectivos frente su incapacidad para ejercer como ciudadanos. 
El educador como capacitador 
Si los derechos se fundamentan en la libertad, y no hay libeltad sin capacidad 
para elegir, puede plantearse analizar la existencia de una discapacidad 
individual y/o colectiva para gozar los derechos de ciudadanía, y de los 
educadores como capacitado res frente una discapacidad social. 
El educador/a social, ese en lace entre la persona y la comunidad tiene una labor 
muy importante a ejercer de cara a conseguir el máximo disfrute de la 
ciudadanía para el mayor número de personas posible, incidiendo en aquellas 
que padecen una discapacidad social. Esa discapacidad social debería ser 
tratada de igual modo que la discapacidad física o intelectual (aunque las 
últimas pongan límites al disfrute de la primera), eso es, incidiendo con las 
debidas herramientas y buenas prácticas. Cuando las personas sufren 
discapacidades personales que les limitan sus capacidades sociales, sus 
derechos deben ser vigi lados - ya que no pueden ser ejercidos- por otras 
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Partiendo del enfoque republicano, la educación social es una labor pri vilegiada 
para fortalecer la ciudadanía, para participar en el espac io público -espacio 
social- para ejercer la voz de los sin voz, para canalizar las demandas y 
conseguir los derechos de las personas y/o colectivos discapacitados para su 
ejercicio. Decía el profesor Joan Subirats en un reciente artículo en el peri ódico 
El País8 , que necesitamos un poco más de radica lidad democráti ca, recordando 
que democracia no es sólo el mantenimiento de unas reglas de juego y de 
representac ión determinadas, sino que los valores que la democrac ia transporta, 
eso es, sus promesas, son también promesas de igualdad y de transformación 
social. En definitiva, de lo que se trata es de mejorar las condiciones de vida 
de la gente. Y si estamos en lo cierto, con más participación, más igua ldad , 
bienestar y educación se van a conseguir. 
El educador como agente de políticas públicas 
La educación social es, sin duda alguna, una política de intervención 
rel ac ionada con los derechos sociales. Son los estados del bienestar los que 
definen, desde su lógica interna, esa necesidad de atención a los menos 
favorecidos o a lo colecti vos con altas tasas de vulnerab ilidad. El Estado 
protector (o Estado asistencial o del bienestar, denominaciones todas ellas 
usadas desde las diversas perspectivas académicas) , es, porsu propia defi nición, 
el garante de ese plus de educación, de esos cuidados , que cubren las 
neces idades no sati sfechas por el mercado. 
Lo que hoy venimos denominando «estado del bienestar» corresponde a una 
forma de organizar la vida social - política y económica- en las democracias 
capitalistas después de la segunda guerra mundial. Un mundo en el que lo 
destrozos de la guerra, unidos a los efectos de la depresión económica de los 
años 30, mostraba un sistema incapaz de generar empleo y bienestar para la 
mayoría, y propiciaba la búsqueda de una alternati va que ofreciera a los 
ciudadanos derechos económicos y sociales si n por ello sacrificar las Iibel1ades 
que se habían alcanzado. Conservadores, libera les y sociali stas democráticos 
compaltieron esta estrategia, en la que el mercado, que había tenido hasta el 
momento una clarísima preeminencia, cedía parte de ella al Estado y a los 
nuevos valores que lo acompañaban: la democrac ia parti cipativa y la solidaridad 
colecti va frente al puro éx ito individual. Una de las características de ese 
nuevo modelo de gestionar el Estado moderno es la distribución de servicios 
públicos a cambio de impuestos (redistribuyendo los recursos en el interi or de 
cada Estado). Los estados del bienestar tuvieron un peri odo de unos 30 año 
de esplendor y, desde los años 80 del siglo pasado, han entrado en una espiral 
de dificultades presupuestarias para atender las nuevas demandas sociales. Un 
nuevo orden económico y político, denominado como globali zación, ha 
di stribuido de forma distinta el empleo y los beneficios y con ello ha 
dificultado que los Estados nacionales (que son los responsables de las 
políticas sociales) pudieran mantener los ni veles de protección conseguidos 
en los decenios anteri ores. Sin embargo, y debido a que esas políticas 
protectoras son precisamente las que han consolidado el reconocimjento de 
unos derechos sociales, parece difícil volver atrás y por ello se ha hecho 
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nece ario hall ar nuevas fórmulas para seguir prestando los servicios. Una de 
ell as que, en más o menos grado, se ha ido dibujando en todas las democracias 
avanzadas es un nuevo escenario en donde muchas de las acti vidades en 
política soc ial (y, por tanto, en educación socia l) están siendo ll evadas a cabo 
por entidades civiles, pri vadas, y no directamente por instituciones o centros 
que pertenecen a la administrac ión pública. ¿Afecta ello de algún modo a la 
labor que se reali za? ¿Se ven afectados los derechos soc iales si los servicios 
no los presta di rectamente la administración públ ica? Veamos algunos aspectos 
que nos pueden ayudar a anali zar el fenómeno. 
Al igual que en otros campos de la vida políti ca, en la política social se han 
venido produciendo cambios significati vos como consecuencia de las 
di ficultades, económicas y políticas, para mantener las políticas públicas de 
bienesta r social. Desde hace algunos años hay una mixtura públ ico/pri vada 
en la puesta en prácti ca de políticas sociales. E l gran desarrollo de entidades 
no lucrati vas y e l incremento del voluntari ado -dos fenómenos que aún 
estando interconectados, son di stintos- son su más clara plasmac ión. En estos 
momentos, una buena parte de los programas de atención soc ial son ll evados 
a cabo por entidades de la soc iedad civil con financiac ión pública. Cada vez 
más, la administración -en todos sus di stintos ni veles- contrata o hace 
convenios con entidades y organi zaciones de la sociedad civil para que lleven 
a cabo las tareas que hasta ahora prestaba directamente a través de sus 
instituciones. ¿Qué está sucediendo en nuestro sistema de protecc ión socia l? 
Todo parece apuntar que, sin negar que pueda haber casos de clara pri vatización, 
en la mayoría de las políticas de los servicios sociales, se está iniciando una 
nueva etapa en la que toma gran importancia la gestión privada de determinados 
servicios públicos, creando un nuevo sector económico -o tercer sectar- que 
actúa en la acción soc ial. 
El tercer sector de acc ión soc ial, es una esfera que aparece frente al espac io 
públi co (compuesto por la acti vidad de las administrac iones del Estado) y al 
pri vado (o conglomerado de relac iones de la sociedad civ il movida por sus 
intereses y cuyo exponente más claro -aunque no e l único- son las re laciones 
de mercado). Ese espac io es e l constituido por las actividades que parten (con 
iniciati va voluntaria) de entidades de la esfera pri vada de la ciudadanía para 
proyectarse de manera altrui sta (no para obtener beneficios) sobre terceros, es 
dec ir, sobre la esfera pública. Se trata de otro sector -económico, social y 
político- vincul ado e interconectado con los dos sectores tradi cionales, es 
aquel te rreno de lo privado público. El tercer sector de acción soc ial está, pues, 
constituido por las ac ti vidades de particulares dirigidas hac ia el interés común 
y que se organi za, básicamente, en asoc iaciones no lucrati vas. Nos encontramos 
con un conglomerado de pequeñas organi zac iones -y alguna de grande- con 
di stintas fórmulas jurídicas, que prestan servic ios sin ánimo de obtener 
benefi cios y que canali zan también -aunque no necesari amente- , la acc ión 
vo lunta ri a de muchos ciudadanos. Aunque haya trabajo vo luntario, las 
entidades no lucrati vas son una fuente inagotable para el trabajo profes ional. 
No podrían llevar a cabo su cometido sin el trabajo de profesionales del trabajo 
soc ial y, por tanto, de la educación soc ial. En definiti va, se trata de la gesti ón 
de determinados servicios públicos que llevan a cabo entidades de la sociedad 
c ivil. Es, pues, una ac ti vidad que es pública pero que no está di rectamente 
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realizada por el Estado a través de su adminisu·ación y sus funcionarios. Es 
también una acti vidad dec idida libremente por componentes de la soc iedad 
civil (en este sentido es privada) , pero sin estar vinculada al mundo mercantil , 
sin lucro. Así pues, configura el tercer sector de acción soc ial el conjunto de 
entidades u organizaciones, ya sea con profesionales, ya con vo luntarios, que 
prestan servicios a determinados colectivos o personas, o a la comunidad de 
forma genérica. En suma, que diri gen su actividad , básicamente, 
a la sati sfacción de las necesidades soc iales , al ti empo que 
no poseen afán de lucro, 
que funcionan con una combinación de trabajo profesional y trabajo 
voluntario -en mayor o menor grado- y 
que son financiadas, en gran parte, por el sector público. 
Se ha desarrollado de diversas maneras en los di stintos países, ya que depende 
no sólo de la hi storia y experiencias de la soc iedad civi l, sino también del grado 
de desarrollo del Estado benefactor, de cómo se han interrelac ionado los dos 
sectores y, por tanto, del modo de entender cómo debe ser el desarro llo de la 
organización del Estado. ¿En qué sentido podemos dec ir que se están 
privatizando los servicios? ¿Es eso privatización? Y si no lo es, ¿cómo puede 
ser definido? Entramos de lleno en el dil ema entre lo público y lo pri vado. 
Público, con frecuencia significa común y no necesari amente gubernamental. 
El ciudadano con espíritu público o espíritu cív ico es el que se preocupa por 
toda la comunidad; pero en e l mundo moderno los conceptos de gubernamental 
y públi co se han entrel azado tanto que, en c ie rtos contex tos, son 
intercambiables. En definitiva, dec ir que alguna acti vidad es pública es 
invocar los derechos del propósito y la responsabilidad pública. Deci r, en 
cambio, que algo es privado es dejarlo al ajuste del interés de las partes . 
La privatización puede definirse como un cambio a manos no gubernamentales 
de alguna, o de todas, las funciones al producir un bien o un servicio que antes 
era producido, o que podía ser producido, públicamente. En el uso del concepto, 
hay, al menos, dos interpretaciones y cada una de ellas tiene efectos distintos. 
Para unos, la pri vatización va asociada principalmente a unas disposiciones 
según las cuales el gobierno delega, a la vez, la prestación de los servicios y el 
cobro de fondos para financiarlos, eso es, traspasa la responsabilidad al sector 
privado y el bien o servicio pasa a regirse por las leyes del mercado, excluyendo 
o permitiendo su consumo en función de criterios de rentabilidad económica. 
Un segundo uso está relacionado con las versiones que delegan lo primero (la 
prestación de los servicios) pero dejan responsable al gobierno por lo segundo 
(s u financiación). Esta fórmu la no ti ene los mi smos efectos sobre la 
responsabi bdad de la titulalidad del servicio. Por ello, para analizal· el movi miento 
que se está produciendo en la moderna política social, es mejor no hablar de 
privatización, ya que la privatización varía los derechos entre lo público y lo 
privado. Debería hallarse una palabra para defi nir esta segunda acepción que se 
refi ere a un fenómeno nuevo de la gestión pública desde el ámbito privado 
(desde la sociedad civi l). La creciente borrosidad de los límites entre público y 
plivado y, sus implicaciones, se encuentran entre los principales problemas al 
analizar las transformaciones de los estados asistenciales. Las nuevas formas 
institucionales mixtas deben ser conceptualmente interpretadas si se quiere 
comprender y planear con eficiencia la atención de las necesidades sociales. 
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Esta ces ión de la gestión, puede no ser estrictamente un asunto administrati vo 
ni los argumentos en su favor estrictamente técnicos. Por el contrario, el 
argumento de ceder la gestión pero no la responsabilidad, puede ser una 
preferencia normati va por reducir las dimensiones del gobierno y utilizar 
sistemas de prestación de política más pequeños y descentralizados. Esta línea 
de argumento no niega abiertamente la impoltancia de los programas de política 
soc ial; de hecho, parece reconocer su impoltancia. Además puede ser vi sto como 
una ces ión a la comunidad de parte del poder del Estado. Sin embargo, las 
actuales di scusiones sobre la gesti ón privada de los servicios sociales comienzan, 
para unos, como si los servicios no prestados por la administración pública, a 
través de funcionmi os, no pudieran ser considerados como públicos. Para otros, 
como si lo que estu viera en juego fuese una simple cuestión de aumentar la 
eficiencia. Más, la elección del modo de prestación es sólo una parte de un 
equilibrio más general que, además de la efi ciencia, afecta la responsabilidad 
(ya sea pública o pri vada, ya, colectiva o individual). Quienes proponen la 
prestac ión de servicios a través del sector no lucrati vo suelen afirmar, o bien, que 
la prestac ión puede ser más efi ciente (a menor costo ); o bien más humana y efi caz. 
La innovación en los esfuerzos pri vados, la ausencia de una burocracia costosa 
e innecesalia (muchas veces), la capacidad de identificar con precisión a los 
"realmente necesitados" por medio de un conocimiento local o personal directo, 
y la experiencia empresarial del sector privado, son algunos de los e lementos 
que sin duda repercuten en la suposición de unos mejores resultados. Sin 
embargo, en muchos casos esas comparaciones directas de costo o eficiencia son, 
en gran pmt e, improcedentes. El principal objeti vo al recUlTir a canales no 
lucrati vos puede no ser el hecho de buscar una mayor efi ciencia al prestar 
algunos servicios, (que de todas maneras podrían ser prestados), sino tal vez 
ll egar mejor a los usuarios (o a las necesidades) o a desempeñar papeles pm'a los 
cuales una dependencia pública los hace más complejos. Sin olvidar que, en 
algún caso, puede también tratarse de un deseo de aligerar la carga del sector 
público, corresponsabilizando a la sociedad civil en esos quehaceres. 
Es ev idente que esa intervención en lo público desde lo pri vado es una fuente 
generadora de partic ipación, de ciudadanía. Sin embargo, el proceso no está 
exento de efectos perversos. Por ejemplo, al tratarse de un fe nómeno de 
rec iente apari ción (y además que en España anda paralelo a la construcción 
muy reciente de un Estado social y protector), podría dar lugm' a situac iones 
de dejación o abandono de responsabilidades gubernamentales (determinadas 
ideologías pueden aprovechar e l empuje de este fenómeno para limitar la 
responsabilidad gubernamental). Otro efecto no deseado anda de la parte de 
la soc iedad civil ¿hasta qué punto se es conciente de la responsabilidad social 
que se adquiere? ¿Es una plataforma de poder para alguna organi zación, que 
compite con los responsables gubernamentales? ¿Es el tercer sector un espacio 
para so lucionar problemas particul ares (o incluso para enriquecerse) más que 
para trabajar por e l bien común? Por todo ello, parece que la pregunta central 
en nuestra refl ex ión gira alrededor de si podemos seguir hablando de que los 
servic ios que se prestan son públicos. No hay una respuesta clara ya que 
pueden entrar de lleno en su consideración y pueden también perder ese 
importante atributo tanto por parte de los responsables gubernamentales como 
los representantes de la ciudadanía. De un lado esas preguntas nos remiten a 
comportamientos de los ciudadanos implicados en esas organi zac iones, y 
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los casos que han salido a la luz pública en los últimos meses9 ) . Esperemos que 
la democracia (la denunc ia, e l contro l, la participación, la transparencia) vaya 
limpiando ese espacio de las malas prácticas que puedan haberse instaurado. 
y de otro lado, depende, también , de la vo luntad de los poderes o 
admini stradores públicos para ejercer sus responsabilidades. Puede hablarse 
de servicio público siempre que se cumplan unas determinadas condiciones. 
La más importante es la de la responsabilidad del serv ic io. Si el Estado, a través 
de sus administraciones, sigue siendo el garante de la atención de las necesidades 
soc ia les , estas políti cas o servicios entran dentro de la categoría de 
responsabilidad pública. Pero para ello, los gobernantes deben velar para que 
no ex ista ninguna discriminación. Ningún ciudadano puede ser di scriminado 
en la cobertura de sus necesidades sociales ni por razones de costo ni por 
ninguna olra razón . El Estado - la admini stración pública, debe garantizar a 
todos los ciudadanos la igualdad de tratamiento de sus necesidades, ya sean 
cubiertas por funcionarios o por entidades pri vadas- y además debe poner los 
mecani smos necesarios para evaluar los resultados de esos servicios ya que, 
en última instancia, a él le corresponde esa responsabilidad . Debe trabajar para 
que no haya ciudadanos de distintas categorías. Si se ponen en funcionamiento 
los mecani smos necesarios para garanti zar la responsabilidad pública y 
colectiva, podremos seguir hablando de servicios públicos, aunque sean 
gestionados o producidos por medio de entidades privadas. 
A modo de cierre: el ejercicio de la educación 
social para la ciudadanía 
La exposición anterior conduce a plantear algunos de los aspectos del trabajo 
de la educación soc ial hoy, a comienzos del siglo XXI, en un escenal;o de 
mudanzas en las políticas de intervención social que han consolidado una 
mixtura público/pri vada en el bienestar social 10 y la necesidad de incrementar 
la democracia a través de nuevas -o viejas si nos remitimos a la idea de la Grecia 
de Aristóteles- formas de ciudadanía. En especial , a la función del educador/ 
a soc ial como un profes ional que actúa en la esfera de lo público, en lanto que 
ciudadano comprometido, y que a su vez su actuación repercute y promueve 
más ciudadanía y, por tanto, multiplica las posibilidades de partici pac ión 
social. Se trata de elementos que requieren refl ex ión y debate y, por ello, parece 
oportuno exponerlos en forrna de dilemas que deben ser planteados en el 
ejercicio de la profesión desde las di versas áreas, tanto desde la comunidad, 
como del propio sector o de la admini strac ión de lo público. 
La educación social y la ciudadanía 
Como se ha venido exponiendo, varios son los aspectos que vincul an ambas 
dimensiones. Se trata de una profesión, aunque no la única, que tiene un plus 
añadido ya que el propio ejercicio de la profesión conduce a ejercer en tanto 
que ciudadanos y, a su vez, su reali zación genera más ciudadanía al incidi r 
sobre la reali zac ión de los derechos de otras personas. En primer lugar, parece 
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evidente que e l educador al reali zar su labor, actúa como ciudadano proactivo 
capaz de movili zar las dinámicas sociales y actuar como agente indiscutible 
de cambio soc ial. ¿Se trata ello de una acción consciente, o se reali za de manera 
automática al ejecutar la labor profesional? Si se plantea que debe ser una 
acción transformadora de la realidad en el sentido de que al ejercer su función 
se profundi za la democracia, parece ev idente que debe ser planteado como un 
compromiso profes ional, como una ex igencia en e l momento de establecer 
una relación contractual. Se plantean algunas difi cultades puesto que el 
objeti vo sería lograr más ciudadanía, con e llo, más parti cipación y capacitación 
de la soc iedad civil para poder corresponsabilizarse del gobierno de lo 
público, en un contexto en que el compromiso o contrato de trabajo no se 
reali za con la sociedad sino que se establece con la propia administración 
pública. El nexo entre sociedad e indi viduo a través de la educación soc ial , 
cobra aquí una nueva dimensión y plantea nuevos dil emas. 
Si la educación social canaliza la voz de los sin voz, eso es, sirve para reivindicar 
y dotar de ciudadanía a los discapacitados sociales, ¿debe ello dirigirse a la 
sociedad, o bien al gobierno? La ciudadanía requiere el reconocimiento por 
pat1e de los gobiemos pero también hacerlo posible por parte de la propia 
sociedad civil. Ambas esferas están implicadas, deben crearse los canales 
participati vos para que al incluir, también, aesas personas ocolecti vos vulnerables 
puedan ejercer sus derechos de ciudadanía y deben ser vi stos por sus 
conciudadanos como sus iguales en derechos. Aun queda esbozado otro aspecto 
relacionado con el fortalecimiento de la ciudadanía a través del tercer sector. Las 
entidades no lucrati vas que gestionan servic ios socia les pos ibilitan e l 
compromiso de muchas personas a través de la participación en la cobertura de 
necesidades sociales, ya sea a través del trabajo profesional o de trabajo 
voluntario. Y ahí reside la dificultad, ya que muchas veces el trabajo voluntario 
realizado en las entidades no lucrati vas es visto de manera negativa por parte 
del sector profesional, y no sin razón. Si bien es verdad que el voluntati ado puede 
ser utili zado en algunas ocasiones como sustituto de la contratación de un 
profesional, a su vez, estas entidades son una fuente muy importante de creación 
de ocupac ión 1I • Deberían at1i cul at·se mecanismos que permitieran garanti zar al 
tercer sector la colaborac ión tanto en la consolidación y reconocimiento de la 
profesión como la canali zación de las acti vidades de voluntariado. 
La Educación social y las políticas 
Con referencia a la acc ión política, varios son los aspectos que han ido 
emergiendo a lo largo de las anteriores refl ex iones. Unos están vinculados con 
las demandas sociales y los otros con la responsabilidad de gobierno. El 
reconocimiento de la educación social como una profes ión que fortalece la 
sociedad civil , estaría en relación con su capacidad de responder a las 
demandas sociales que se le dirigen. Ahora bien, ¿qué demanda exactamente 
la soc iedad? Es importante anali zar aquí e l pape l de los medios de 
comunicac ión que se atribuyen la voz de la sociedad. La soc iedad como un 
ente colecti vo no suele expresarse l2 sino que los medios hablan en nombre 
de ell a. En este sentido, muchas de esas "demandas sociales" van en la línea 
de pedi r un mayor contro l directo y el incremento de la seguridad ciudadana, 
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aspectos ambos que entorpecen la labor de la educación social (aunque 
sabemos que la educación lleva acompañado un aspecto de control social 
indirecto). Se apunta aquí un nuevo reto para la educación soc ial que es el de 
la movili zación de las dinámicas sociales. 
En la mi xtura público/pri vada del bienestar soc ial, debe delimitarse de nuevo 
las funciones de la administración pública y las responsabilidades de la 
sociedad civil. El debilitamiento del sector público, en tanto que gestor y 
dispensador directo de los servicios, debe ir acompañado de un f0l1alecimiento 
del ejercicio de su responsabilidad en otros aspectos tales como el análi sis, la 
programación o la evaluación, y ello abre nuevos espacios a los cuales debe 
también vincularse la educación social. En definiti va, y a modo de síntesis, 
algunos retos y dilemas planteados en el ejercicio de la profesión a los cuales 
debe irse dando respuesta mediante la prácti ca profesional, están vinculados, 
a mi entender y en el ámbito aquí tratado, a tres grandes cuestiones: 
¿cómo conseguir capacilación social que genere ciudadanía? 
¿cómo mantener e l sentido público de los programas o servicios de las 
ONG? 
¿cómo articul ar la responsabil idad del gobierno con la responsabilidad de 
la soc iedad civil ? 
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El presente tex to se basa en las ideas ex puestas en la ponenc ia "El educador soc ial: 
ciudadano y agente de cambi o soc ial" presentada en el VO Congreso de Educadores y 
Educadoras Soc iales . 
2 A pesar de los muchos avances conseguidos ser ciudadano hoy, a comienzos del siglo 
XX I, todavía es un privilegio. La ex pres ión se re fi ere a las personas que nacen en las 
democracias avanzadas de l " primer mundo". 
3 Como se seña laba an teriormente, es importante resa ltar esta importante pre mi sa: es e l 
hecho de pertenencia a una comunidad po lítica , un Es tado, lo que ga ranti za e l reco-
noc imiento de los de rechos. Aque llas personas que provi enen de otros luga res de l 
mundo ti enen difi cultades para conseguir su reconocimiento y sin c iudadanía , "s in 
pape les" , no hay derechos. 
4 Confe renc ia recogida en Marsha ll y BOllo more ( 1998). 
5 Recogida por Keynes en Alfred Marsha ll ( 1949) Obras escogidas. Mex ico: FCE. 
6 Ver entre otros, el tex to ya clás ico de Philip Petit Republicanismo. 
7 Ver Giner ( 1995). 
8 Ve r " Españas" en El País de l 24 agosto 2007 . 
9 El último de ellos, al que los medios de comunicac ión han dedicado atención, el de la 
ONG francesa El arca de Zoé. 
lO En expres ión de Norman Johnson ( 1990 ). 
11 Vari os son los es tudios que aportan c ifras, como por ejemplo, los 2 15.000 puestos de 
trabajo remunerado que la Fundac ión Tomi llo identificaba en su estudio publicado en 
el año 2000 Empleo y rrabajo volunfario den las ONG de acción social, ed itado por 
el Ministeri o de l Trabajo y Asu ntos Sociales. 
12 Au nque deben ci ta rse alg unas impo rtantes excepciones como la que mov ili zó a los 
c iudadanos contra la guerra de Irak. 
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